
 
 
 

A la opinión pública. 

 

Por el respeto de nuestros derechos laborales, los telefonistas 

haremos uso de todos los recursos legales necesarios. 
 
Sin duda alguna los comicios del 2018 marcaron un parteaguas en la disputa para definir el 
rumbo que debe seguir nuestro país. 
 
Luego de décadas en que surgieron numerosos   movimientos sociales y políticos que 
buscaron construir, desde diversos frentes, alternativas contra  las políticas neoliberales que 
multiplicaron las desigualdades sociales, fortalecieron la concentración del ingreso y que 
trajeron consigo tasas del crecimiento económico precario y una aguda crisis de derechos 
humanos,  finalmente, millones de mexicanos se pronunciaron por un cambio  pacífico en las 
elecciones, abriendo paso, con ello, a una inédita oportunidad para transformar económica, 
política y socialmente a nuestra nación. 
 
Pero, el proceso de cambio no ha sido fácil por las fuertes resistencias de los poderes de facto 
y de los intereses creados que se fortalecieron desmesuradamente durante más de treinta 
años de gobiernos neoliberales, muestra de ello es el reciente debate parlamentario acerca de 
la Reforma Constitucional para el Sector Eléctrico en donde se hizo notar el poder e influencia 
que aun preservan de las trasnacionales del sector. 
 
No obstante lo anterior queda claro  que fortalecer a  empresas nacionales como CFE y 
Petróleos Mexicanos sigue siendo una de las grandes  prioridades nacionales para efecto de 
reactivar la economía del país. 
    
En este punto, es importante recordar, adicionalmente, lo que señaló el presidente de la 
nación hace dos años, cuando inicio el proceso de fortalecimiento de CFE y Petróleos 
Mexicanos. En aquella oportunidad asumió la determinación de que continuaran 
prevaleciendo los esquemas de jubilación de los trabajadores de ambas empresas a pesar de 
que existía la intención de reducirlos o modificarlos. Para el presidente, el relanzamiento de 
ambas empresas no se puede dar a costa de los trabajadores y sus derechos adquiridos. 
 
Este precedente es importante en una etapa en la que, luego de más de dos años de 
pandemia, en numerosas empresas e incluso en varias dependencias de gobierno, se 
agudizan las presiones para transferir a los trabajadores el costo de la crisis sanitaria 
eliminando distintos tipos de derechos. Ejemplo de ello, es el caso de los Telefonistas, que 
nos hemos vistos obligados a interponer 3 emplazamientos a huelga para preservar nuestros 
derechos laborales, garantizar la vigencia de nuestra fuente de empleo y resolver nuestra 
revisión contractual, todo ello en el marco de una difícil y compleja negociación.  
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Al igual que los trabajadores petroleros y electricistas, los telefonistas enfrentamos los efectos 
adversos de las reformas estructurales promovidas por los gobiernos neoliberales. 
 
La regulación asimétrica hasta hoy vigente, así como las resoluciones asumidas por el 
Instituto Federal de Telecomunicaciones (IFT), obligan a Teléfonos de México a subsidiar a 
sus competidores y han dado lugar a la aplicación de una medida extrema e innecesaria 
denominada “Separación Funcional” con la consecuente afectación del equilibrio financiero de 
la empresa. El modelo de competencia resultante, inhibe la inversión en infraestructura y 
propicia la exclusión de 38.5 millones de mexicanos que no tienen acceso a los servicios de 
telecomunicaciones. 
 
El consorcio América Móvil, del que forma parte Teléfonos de México ha aprovechado esta 
circunstancia para segregar de la empresa los servicios más rentables sin importar el impacto 
negativo sobre la misma, en una operación que tiene como propósito el generar las 
condiciones para presionar al sindicato de manera  que este acepte la reducción en los 
derechos de los futuros telefonistas, en especial el relativo a la jubilación. 
 
Como telefonistas estamos convencidos, al igual que el Titular del Ejecutivo, de que la 
recuperación del país, tras la pandemia, requiere impulsar instrumentos que fortalezcan la 
soberanía e independencia tecnológica del país en sectores productivos y de servicios 
estratégicos como el energético, el alimentario y el de las telecomunicaciones, lo que puede 
lograrse sin menoscabo de los derechos laborales. 
 
Se trata no solamente de recuperar el terreno perdido durante la pandemia, sino de sentar las 
bases para un modelo de desarrollo alternativo, sustentado en la nueva generación de 
derechos de los ciudadanos en ámbitos como la educación, la inclusión digital, el desarrollo 
científico, tecnológico y cultural o la alimentación como se dispone en diversas leyes y 
ordenamientos, entre los que destaca el artículo 6to. Constitucional que hace referencia a la 
participación de toda la población en los beneficios de las Tecnologías de Información y 
Comunicación (Tic´s). 
 
Es por ello que, desde hace más de 3 años, iniciamos un proceso de lucha para combatir las 
resoluciones arbitrarias del IFT y del consorcio de América Móvil. En ese contexto, los 
telefonistas participamos ampliamente en el proceso de legitimación de nuestro Contrato 
Colectivo de Trabajo, efectuado en el mes de Diciembre del 2021, acreditando así nuestro 
respaldo a la reforma constitucional en materia de justicia laboral que contribuimos a construir 
junto a la UNT, así como a los derechos contenidos en el contrato y al proyecto sindical que, 
para la democratización del mundo del trabajo hemos impulsado desde 1976. 
 
De la misma manera y consientes del valor que tiene la participación social en la definición de 
las políticas públicas, nuestros compañeros acudieron a emitir su voto en la consulta pública 
para la revocación de mandato del Titular del Ejecutivo. 
 
Hasta el momento la negociación para resolver las agendas involucradas en los 
emplazamientos a huelga que interpusimos, se encuentra en una etapa crítica por lo que 
solicitamos la intervención conciliadora del Gobierno Federal a fin de concluir este proceso. 
Buscamos construir un acuerdo global que permita garantizar, con pleno respeto de nuestros 
derechos laborales, el futuro de nuestra fuente de empleo. 
 



 
 
 
El reto, es definir un nuevo rumbo para el desarrollo de las telecomunicaciones nacionales 
que fomente el despliegue de la infraestructura necesaria para hacer posible la cobertura 
universal de los nuevos servicios convergentes además de cerrar la brecha digital entre 
nuestro país y el resto del mundo, en una lógica similar a la que el propio gobierno está 
intentando promover en el Sector Energético.    
 
En 2018, millones de mexicanos votamos por un cambio de rumbo para nuestro país, no 
podemos perder esta oportunidad histórica, los telefonistas estamos convencidos de que este 
proceso debe consolidarse por medio de la participación de los trabajadores del campo y la 
ciudad, contamos con propuestas para construir un nuevo entorno de las telecomunicaciones, 
la ciencia y la tecnología y requerimos de la intervención del poder ejecutivo para llevarlas a 
cabo en beneficio de nuestro país. 
 
Hasta el momento, el modelo de desarrollo que se ha generado en al amparo de los tratados 
comerciales que ha suscrito el Gobierno Mexicano tiene como sustento el uso de mano de 
obra barata  y fácilmente desechable. Es un modelo inoperante que ha generado críticas  
entre nuestros socios comerciales, como  ocurrió con el malogrado acuerdo transpacífico, 
circunstancia que obligo al anterior gobierno a impulsar la reforma constitucional en materia 
de justicia laboral cuya ley reglamentaria se aprobó al iniciar la presente administración con lo 
que se sentaron las bases para democratizar el mundo del trabajo y fortalecer la economía 
sindical.  
 
Esta es una lección que no debemos olvidar  ya que la competitividad de las empresas, desde 
nuestra perspectiva, debe basarse en el uso de tecnología de punta así como en la 
creatividad,  capacitación e innovación de los recursos humanos, no en los  salarios precarios 
y la desigualdad como ocurrió en nuestro país en el periodo neoliberal.  
 
Asumir una definición sobre estos temas es impostergable para los telefonistas y la nación, 
necesitamos reactivar nuestra economía fortaleciendo a las empresas nacionales de los 
sectores estratégicos para generar empleos dignos y revertir las agudas asimetrías que aun 
prevalecen en nuestro país. Los trabajadores estamos listos para aportar nuestra mano de 
obra y conocimientos en estas tareas y para demostrar, una vez más, que se puede 
desarrollar la tecnología que necesitamos para la mejor explotación de recursos como el litio y 
para digitalizar nuestro país. 
 

 

Fraternalmente 

“Unidad, Democracia y Lucha Social” 

Ciudad de México, 28 de abril del 2022 
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